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Resumen: Este artículo analiza la sentencia N° 1 de la sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de 8 de enero de 2019, en la cual la misma decidió 
inconstitucionalmente que Nicolás Maduro, podía jurar como Presidente para el 
período 2019-2025 ante el Tribunal Supremo y n ante la Asamblea Nacional, 
indirectamente reconociendo a la Asamblea Nacional Constituyente con poderes 
supraconstitucionales. 
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Abstract: This article analyzes the ruling N° 1 of the Constitutional Chamber of 
the Supreme Tribunal of January 8th 2019, in which the Chamber decided in a un-
constitutional way that Nicolás maduro could be sworn as President por the term 
2019-2025 before the Supreme Tribunal and not before the national Assembly, 
recognizing indirectly the supra constitutional powers of the National Constituent 
Assembly. 
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I 

LA SITUACIÓN CONSTITUCIONAL AL INICIO DEL 
 PERÍODO CONSTITUCIONAL 2019-2025 

En Venezuela, como es sabido, en enero de 2013, a raíz de que el Presidente H. Chávez 
no acudió a tomar posesión de su cargo para el período constitucional 2013-2019, luego de 
haber sido reelecto Presidente en 2012, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo le impu-
so a los venezolanos un gobierno a cargo de un funcionario (N. Maduro) que no había sido 
electo mediante sufragio,1 permitiéndole además, presentarse de candidato a la presidencia en 

                                            
1 
 Véase lo expuesto en Brewer-Carías, Allan R. “El juez constitucional y la demolición del principio 

democrático de gobierno. O de cómo la Jurisdicción Constitucional en Venezuela impuso arbitra-
riamente a los ciudadanos, al inicio del período constitucional 2013-2019, un gobierno sin legiti-

midad democrática, sin siquiera ejercer actividad probatoria alguna, violentando abiertamente la 
Constitución,” en Revista de Derecho Público, N° 133 (enero-marzo 2013), Editorial Jurídica Ve-

nezolana, Caracas 2013, pp. 179-212. Véase además, los estudios: “Crónica sobre el significado 

constitucional del fin del período constitucional (2007-2013) y del inicio del nuevo período consti-
tucional (2013-2019) el 10 de enero de 2013, la necesaria toma de posesión del presidente electo 

mediante su juramento ante la Asamblea, y los efectos de su no comparecencia,” y “Crónica sobre 
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la elección presidencial2 para cubrir el período constitucional hasta el 10 de enero de 2019. 
En dicha elección, y a pesar de todas las impugnaciones,3 fue proclamado como presidente N. 
Maduro, quien completó el período constitucional que concluyó el 10 de enero de 2019. 

La elección de presidente para el período constitucional 2019-2025, no se hizo en di-
ciembre de 2018, como era la práctica en el país a los efectos de acortar el período de transi-
ción gubernamental, sino que se hizo el 20 de mayo de 2018, por decisión de la inconstitu-
cional y fraudulenta Asamblea Nacional Constituyente convocada en Venezuela en 2017,4 y 
no de Poder Electoral; y luego, de que como ha dicho la ONG Acceso a la Justicia, “allanara 
el camino para que Nicolás Maduro compitiera prácticamente solo en las presidenciales” en 
un proceso electoral en el cual no hubo competidores, partidos políticos y candidatos de 
oposición inhabilitados, y estuvo controlado por un órgano electoral sin independencia, que 
permitió manipulaciones hasta de compra de votos por comida, es decir, “tan plagado de 
irregularidades,” que: 

“gran parte de la comunidad internacional lo desconoció, por lo que dentro y fuera del país se 
considera, y Acceso a la Justicia se incluye que, a partir del 10 de enero de 2019, cuando 
culmina el actual período del Jefe de Estado que inició en 2013, Maduro pasa a ser un presi-
dente ilegítimo y además inconstitucional.”5  

Como lo resumió con toda precisión Ramón Escovar León: 

“la “elección” del pasado 20 de mayo estuvo viciada en sus distintas etapas; con partidos y 
candidatos inhabilitados, se trató de un proceso convocado por la asamblea nacional consti-
tuyente, cuya legitimidad no es reconocida por las democracias occidentales, al tiempo que 
careció de integridad electoral. Los resultados de estas “elecciones” no fueron reconocidos ni 
por las democracias occidentales ni por amplios sectores nacionales.”6 

                                            
la anunciada sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 9 de enero de 2013 me-
diante la cual se conculcó el derecho ciudadano a la democracia y se legitimó la usurpación de la 

autoridad en golpe a la Constitución,” en Aguiar, Asdrúbal (Compilador), El Golpe de Enero en 
Venezuela (Documentos y testimonios para la historia), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 

2013, pp. 97-106 y 133-148, respectivamente. 
2 
 Véase lo expuesto en Brewer-Carías, Allan R. “Crónica sobre la consolidación, de hecho, de un 

gobierno de sucesión con motivo del anuncio del fallecimiento del presidente Chávez el 5 de mar-
zo de 2013,” en Aguiar, Asdrúbal (Compilador), El Golpe de Enero en Venezuela (Documentos y 

testimonios para la historia), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2013, pp. 199-218. 
3 
 Véase lo expuesto en Brewer-Carías, Allan R. “Crónica sobre las vicisitudes de la impugnación de 

la elección presidencial de 14 de abril de 2013 ante la sala electoral, el avocamiento de las causas 

por la Sala Constitucional, y la ilegítima declaratoria de la “legitimidad” de la elección de Nicolás 

Maduro mediante una “Nota de prensa” del Tribunal Supremo,” en Aguiar, Asdrúbal (Compila-
dor), El Golpe de Enero en Venezuela (Documentos y testimonios para la historia),  Editorial Jurí-

dica Venezolana, Caracas 2013, pp. 297-314. 
4 
 Véase sobre la convocatoria de la Asamblea nacional Constituyente los estudios publicados en el 

libro: Brewer-Carías, Allan R. y García Soto, Carlos (Coordinadores), Estudios sobre la Asamblea 

Nacional Constituyente y su inconstitucional convocatoria en 2017, Colección Estudios Jurídicos 

Nº 119, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017. 
5 
 Véase “Acceso a la Justicia: TSJ contribuyó con la destrucción del voto en 2018,” en La Patilla, 7 

de enero de 2019, en https://www.lapatilla.com/2019/01/07/acceso-a-la-justicia-tsj-contribuyo-

con-la-destruccion-del-voto-en-2018/ 
6 
 Véase Escovar León, Ramón. “La sentencia N° 1 de la Sala Constitucional, Carl Schmitt y el 10 E,” 

en Prodavinci, 9 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/la-sentencia-n-1-de-la-sala-cons-

titucional-carl-schmitt-y-el-10-e/ 
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Sin embargo, luego de la proclamación de N. Maduro por el Consejo Nacional Electoral 
el 22 de mayo de 2018, y de incluso prestar juramento ante la Asamblea Nacional Constitu-
yente el 24 de mayo de 2018,7 para poder comenzar a ejercer su cargo para el período 2019-
2025, conforme al artículo 231 de la Constitución, debía prestar juramento ante la Asamblea 
Nacional, es decir, ante la representación electa popularmente mediante sufragio universal 
directo y secreto del pueblo venezolano. Esa es la esencia del acto de juramentación, el cual 
no es una mera formalidad que puede ser sustituida por otra, siendo la única excepción en 
caso de impedimento por “motivo sobrevenido,” la prevista en la norma, en cuyo caso la 
juramentación podría hacerse ante el Tribunal Supremo.   

Sin embargo, cinco días antes de la fecha de la juramentación ante la Asamblea Nacio-
nal, el 5 de enero de 2019, el Presidente de la Asamblea Nacional Constituyente y Primer 
vicepresidente del Partido Socialista Unido (PSUV), anunció oficialmente y así salió publi-
cado en la prensa, que la “juramentación de Maduro será ante el TSJ,” en virtud de que “la 
“Asamblea Nacional, órgano facultado para tal fin, está en desacato.”8 A los efectos del fun-
cionamiento del Estado, se trató de una especie de “sentencia” resolviendo el asunto, la cual 
dos días después, el 7 de enero de 2019, el mismo funcionario insistiría explicando “que el 
presidente Nicolás Maduro será juramentado ante el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) tras 
la situación de desacato judicial en la que se mantiene la Asamblea Nacional (AN).”9  

II 

SOBRE LA DECISIÓN RESOLVIENDO LA “DUDA RAZONABLE” PLANTEADA 
ANTE EL JUEZ CONSTITUCIONAL: LA JURAMENTACIÓN DE N. MADURO ANTE 

EL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

Luego de “dictada” dicha decisión que sin duda aparecía ya como definitiva, vino la la-
mentable rúbrica a lo “decidido” a cargo de la Sala Constitucional del mismo Tribunal Su-
premo de Justicia, al decidir, mediante sentencia Nº 1 de 8 de enero de 2019,10 un recurso de 
interpretación abstracta de los artículos 231 y 347 de la Constitución, el cual había sido inten-
tado por un ciudadano, abogado (Otoniel Pautt Andrade) el 11 de diciembre de 2018, “con 

                                            
7 
 Sobre este juramento José Ignacio Hernández observó en mayo de 2018, que: “La “juramentación” 

ante la ANC realizada el 24 de mayo de 2018 no es siquiera un acto jurídico. Así, no solo la “r e-

elección” de Nicolás Maduro fue resultado de un proceso conducido completamente al margen de 
la Constitución, sino que, además la ANC, que es un órgano ilegítimo, no tiene competencia para 

tomar juramento a ningún funcionario. Y mucho menos la juramentación del Presidente electo –si 

lo hubiere– podría hacerse antes del 10 de enero de 2019, y por una instancia distinta a la Asam-
blea Nacional.com lo cual, en sentido estricto, lo realizado en la ANC el 24 de mayo de 2018 no 

debería ser calificado como “juramentación.” Véase en José Ignacio Hernández, “¿Qué fue lo que 
pasó con la “juramentación” de Nicolás Maduro ante la ANC?, en Prodavinci, 24 de mayo de 

2018, en https://prodavinci.com/que-fue-lo-que-paso-con-la-juramentacion-de-nicolas-maduro-an-
te-la-anc/ 

8 
 Véase la reseña de la noticia en NTN24, 5 de enero de 2019, en http://www.ntn24.com/america-

latina/venezuela/cabello-anuncia-que-juramentacion-de-maduro-sera-ante-el-tsj-102440. Igualmen-

te, la reseña en “Maduro le responde a la Asamblea y anuncia juramento ante el Tribunal Supremo,” 
en El País, 5 de enero de 2019, en https://www.elpais.com.uy/mundo/maduro-le-responde-asam-

blea-anuncia-juramento-tribunal-supremo.html 
9  

 Véase la reseña “PSUV explica juramentación de presidente Maduro ante TSJ,” en Telesur,7 de 

enero de 2019, en https://www.telesurtv.net/news/diosdado-cabello-psuv-juramentacion-nicolas-
maduro-tsj--20190107-0024.html 

10 
  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/303336-0001-8119-2019-18-0835.HTML 
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relación a la toma de posesión del cargo y la previa juramentación del candidato elegido en la 
elección presidencial celebrada en fecha 20 de mayo de 2018,” que según el recurrente, im-
plicaban “la legitimidad del mandato presidencial para el nuevo periodo constitucional,” para 
cuya decisión el mismo día se designó Ponente al Magistrado Juan José Mendoza Jover. 

El artículo 231 establece la forma de la toma de posesión del Presidente electo mediante 
juramento ante la Asamblea Nacional, con la previsión de que cuando ello no sea posible por 
“motivo sobrevenido” entonces la juramentación debe hacerse ante el Tribunal Supremo de 
Justicia; y el artículo 347 establece el propósito de la Asamblea Nacional Constituyente; 
habiendo sido la “duda razonable” planteada ante la Sala una supuesta situación de que “la 
Asamblea Nacional se encuentra en desacato según decisiones dictadas por esta misma Sala 
Constitucional y por lo tanto está inhabilitada para cumplir el mandato de juramentación 
presidencial,” entonces ante la falta de competencia constitucional de la Asamblea Nacional 
Constituyente para recibir dicho juramento, solicitaba a la Sala determinar: 

“¿ante cuál Poder Público (Asamblea Nacional, Tribunal Supremo de Justicia en Sala Plena o 
en Sala Constitucional o Asamblea Nacional Constituyente), el candidato elegido: ciudadano 
Nicolás Maduro Moros debe hacer la previa juramentación y toma de la posesión de su cargo 
para el nuevo periodo constitucional del 2019 al 2025?” 

La Sala, para decidir lo solicitado hizo una serie de disgregaciones sobre otros temas, 
conexos, pero no relevantes para decidir lo que se le pidió, y menos para resolver la antes 
mencionada “duda razonable,” como si el redactor de la sentencia tuviese necesidad de “re-
llenar” el texto para darle cierto volumen, procediendo a dictar su decisión, en un párrafo –sí, 
un párrafo–, bajo un acápite con el título de “Culminación del período constitucional presi-
dencial vigente e inicio del nuevo período constitucional”: 

“en cuanto a la interrogante sobre ante cuál órgano del Poder Público debe juramentarse el 
ciudadano Nicolás Maduro Moros para el ejercicio del cargo de Presidente de la República 
para el cual fue electo en los comicios presidenciales el pasado 20 de mayo de 2018, esta Sa-
la reitera, una vez más, que el Órgano Legislativo Nacional se encuentra en flagrante desaca-
to, y por ser este un motivo por el cual el Presidente de la República no puede tomar pose-
sión ante la Asamblea Nacional, tal como lo dispone la norma contenida en el artículo 231 
del Texto Fundamental, lo hará ante el Tribunal Supremo de Justicia, para lo cual se convoca 
al ciudadano Nicolás Maduro Moros para el día 10 de enero de 2019, a las 10 a.m. para que 
se presente ante el Tribunal Supremo de Justicia a los fines de ser juramentado como Presi-
dente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela para el período presidencial 
2019-2025. Así se decide.”  

Y eso fue todo. 

 No indicó la Sala, ni siquiera referencialmente, en cuáles sentencias se había declarado 
y reiterado el supuesto desacato de la Asamblea Nacional,11 ni porqué o cómo esa supuesta 
situación de desacato se podía considerar como el “motivo sobrevenido” al cual se refiere el 
artículo 231 de la Constitución para “ordenar” que la juramentación de N. Maduro se hiciese 
ante el Tribunal Supremo de Justicia; es decir, se trató de una decisión inmotivada, adoptada 
por la Sala Constitucional, conforme lo precisó Ramón Escovar León:   

                                            
11

  Véase sobre esas sentencias lo expuesto en Brewer-Carías, Allan R. La dictadura judicial y la 

perversión del Estado de derecho. el Juez Constitucional y la destrucción de la democracia en 

Venezuela (Prólogo de Santiago Muñoz Machado), Ediciones El Cronista, Fundación Alfonso 
Martín Escudero, Editorial IUSTEL, Madrid 2017. 
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“sin exponer las razones y motivos que expliquen por qué ese supuesto “desacato” constituye 
un impedimento para juramentarse ante el parlamento, como lo establece la Constitución. Se 
utiliza el término “desacato” de manera ambigua, vaga e indefinida para utilizarlo cada vez 
que desean arrebatarle al parlamento legítimo sus facultades constitucionales.” 12 

En todo caso, lo que es importante a retener es que la decisión del recurso de interpreta-
ción solicitado, a los efectos de responder la “duda razonable” del recurrente, no le ocupó a la 
Sala más de una página.   

Pero sin embargo, la sentencia N° 1 del 10 de enero de 2019 no se quedó en resolver lo 
solicitado, sino que con la excusa de incluir unas “consideraciones para decidir” la Sala se 
refirió a tres temas distintos, dejando así sentado criterios, como obiter dictum, sin que nadie 
se lo hubiese solicitado, sobre el derecho al sufragio y la abstención y sobre los poderes de la 
Asamblea Nacional Constituyente; ninguno de los cuales tenía realmente relación esencial 
con las dudas planteadas y lo decidido. 

Pero la inclusión de esos obiter dictum, sin embargo, no fue nada inocente; dado que lo 
resuelto en la sentencia, lo consideró la propia Sala como una “ampliación del criterio vincu-
lante sostenido en la sentencia de esta Sala N° 2 del 9 de enero de 2013,” pasando a argumen-
tarse en la sentencia sobre los dos temas antes mencionados dejando sentando criterios gene-
rales “interpretativos” sobre ellas. 

III 

SOBRE LA ABSURDA JUSTIFICACIÓN DE LA “DEMOCRACIA” 
 VACIADA DE EFECTIVA REPRESENTATIVIDAD 

El primer tema que trató la Sala Constitucional fue el del derecho al sufragio y el senti-
do de la abstención electoral. Aquí, la Sala destacó que, a diferencia de la Constitución de 
1961, que consagró el sufragio como un derecho y como un deber, en la de 1999, solo se lo 
reconoció expresamente como un derecho, lo que implica según la Sala que: 

“su ejercicio (aun en los casos de votos nulos) debe ser respetado por aquellos que hayan de-
cidido no hacer efectivo el mismo, pues su falta de ejercicio, al perder su carácter obligatorio, 
no comporta ninguna consecuencia jurídica.” 

Es decir, la Sala consideró que: 

“el ejercicio del derecho al sufragio es una manifestación de soberanía que no puede ser des-
conocida por la falta de participación de aquellos que deciden no hacerlo, porque, precisa-
mente, esa decisión de no intervenir o participar es también un derecho y, como tal, no puede 
menoscabar el derecho al sufragio para la elección de las autoridades cuyos cargos son de 
elección popular, a quienes decidan expresar su voluntad mediante el voto libre, secreto, uni-
versal y directo.” 

Y de todo ello, concluyó la Sala refiriéndose a la abstención electoral, que “la falta de 
participación es responsabilidad solo de quien o quienes dispongan no ejercer su derecho al 
sufragio activo, por lo que resultaría un contrasentido la pretensión de imponer la abstención 
como mecanismo de desconocimiento de la voluntad de quienes sí ejercieron su derecho al 
sufragio;” para terminar decidiendo con carácter vinculante que: 

                                            
12 

 Véase Escovar León, Ramón. “La sentencia N° 1 de la Sala Constitucional, Carl Schmitt y el 10 

E” en Prodavinci, 9 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/la-sentencia-n-1-de-la-sala-
constitu-cional-carl-schmitt-y-el-10-e/ 
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“La naturaleza del sufragio en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela es 
un derecho, por lo que la abstención en su ejercicio no puede menoscabar el derecho consti-
tucional de quienes sí lo ejercieron.” 

O sea que, para la Sala Constitucional, la democracia se limita al ejercicio formal del 
derecho al voto, sin que tenga importancia alguna la legitimidad democrática de la represen-
tación; de manera que, con el argumento expuesto, y quitándole todo sentido a la abstención 
electoral, para la sala Constitucional bastaría que un Presidente sea electo con un solo voto, por 
ejemplo, su propio voto, para considerar que se ha producido una elección popular legítima. 

Este, por supuesto, es la negación del principio democrático de la representación popu-
lar, al cual con esta sentencia se lo vacía totalmente de contenido esencial, para justificar, de 
aquí en adelante, como interpretación constitucional vinculante, que basta que voten unos 
cuantos ciudadanos, así la elección no tenga garantía de ser libre ni imparcial, para que una 
elección se considere “legítima,” aún a sabiendas de que los electos no representen realmente 
la globalidad del pueblo ni tienen el respaldo de la mayoría.13  

O sea, se trata, decretado por la Sala Constitucional, con carácter vinculante, del aban-
dono definitivo del principio de la democracia representativa que, al contrario, lo que debe 
buscar es garantizar que los representantes electos, efectivamente, representen las mayorías y 
no a una minoría que controla el poder,14 como desde siempre ha ocurrido por ejemplo en 
Cuba.15  

IV 

SOBRE EL PODER CONSTITUYENTE Y LA DOCTRINA DE QUE  
LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE TIENE PODERES ABSOLUTOS 

 Y PLENIPOTENCIARIOS 

Después de dejar sentado el principio antes mencionado de acabar con la democracia 
representativa, reduciéndola a una mera democracia formal, reducida al voto, sin considera-
ción alguna con su legitimidad ni con la búsqueda de una efectiva representatividad, la Sala 
Constitucional pasó a analizar el proceso constituyente iniciado en Venezuela el 1º de mayo 
de 2017, cuando N. Maduro dijo la Sala “convocó al poder originario, esto es, el Poder 

                                            
13

   Particularmente, en el caso de la viciada elección presidencial del 20 de mayo de 2018, según 

cifras atribuidas a Luis Emilio Rondón, Rector del Consejo Nacional Electoral, de un Registro 
Electoral de 20.750.809 de electores, solo hubo 3.590.040 de votos válidos (17,3%), de los cuales 

N. maduro obtuvo 1.811.220 votos (8,73%), con una abstención general del 82,70%. Véase sobre 

el desconocimiento de Rondón sobre los resultados “oficiales” de esas elecciones en Ronny Ro-
dríguez Rosas, “rector Luis Emilio Rondín desconoce resultados de elecciones presidenciales,” en 

EfectoCocuyo, 20 de mayo de 2018, en http://efectococuyo.com/cocuyo-electoral/rector-luis-
emilio-rondon-desconoce-resultados-de-elecciones-presidenciales/ 

14
   Véase Brewer-Carías, Allan R. “La necesaria revalorización de la democracia representativa ante 

los peligros del discurso autoritario sobre una supuesta “democracia participativa” sin representa-

ción,” en Derecho Electoral de Latinoamérica. Memoria del II Congreso Iberoamericano de De-
recho Electoral, Bogotá, 31 agosto-1septiembre 2011, Consejo Superior de la Judicatura, ISBN 

978-958-8331-93-5, Bogotá 2013, pp. 457-482. 
15

  Véase Brewer-Carías, Allan R. “La necesaria perfectibilidad del sistema electoral cubano,” en  
Seminario sobre Elecciones y Derechos Humanos en Cuba y América, 24-25 de noviembre de 

1997, Centro Capitolio de La Habana, Unión Nacional de Juristas de Cuba, Instituto Interameri-

cano de Derechos Humanos (IIDH), Agencia Sueca de Cooperación Internacional para el Desarro-
llo (ASDI), San José, Costa Rica 1998, pp. 273-286. 
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Constituyente, para la formación de una Asamblea Nacional Constituyente” que se instaló el 
“4 de agosto de 2017, luego de la respectiva elección de los constituyentes (30 de julio de ese 
mismo año).” 

Para su análisis, la Sala partió de una referencia a la sentencia dictada el 19 de enero de 
1999, por la Sala Político-Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia, bajo po-
nencia del Magistrado Humberto J. La Roche, en la cual se interpretó los artículos 4 de la 
Constitución de 1961 y 181 de la derogada Ley Orgánica del Sufragio y Participación Políti-
ca,16 procediendo a glosar sobre la Asamblea Nacional Constituyente y el Poder Constituyen-
te Originario, dejando así por sentado su doctrina sobre ello, sin que nadie se lo hubiese pedi-
do, y sobre lo cual nunca antes había elaborado, pues en las sentencias que dictó en 2017 
cuando decidió sobre las impugnaciones presentadas contra la convocatoria a la Asamblea 
Nacional Constituyente,17 no analizó la materia. 

Con esta sentencia de enero de 2018, entonces, la Sala Constitucional, y dejando aparte 
sus citas a Carl Schmitt y otros autores, “aprovecho” la ocasión para darle formalmente a la 
Asamblea Nacional Constituyente y en forma “vinculante” por supuestamente interpretar el 
artículo 347 de la Constitución, poderes absolutos, totales y casi ilimitados, y por supuesto 
por encima de la Constitución, ratificando la existencia en el país de una “dictadura constitu-
yente.”18 No otra explicación tiene el excurso de la sala en esta materia. 

Y comenzó así la Sala a considerar que “el Poder Constituyente Originario se entiende 
como potestad primigenia de la comunidad política para darse una organización jurídica y 
constitucional,” como Poder que es “previo y superior al régimen jurídico establecido,” sien-
do en definitiva “la más genuina y principal forma de expresión política de los ciudadanos, 
pues en ella se dará forma a la creación del Estado que se pretende,” concluyendo con la 
afirmación de que “podemos decir que el poder constituyente es política pura, creadora, 
innovadora y originaria.” 

Con base en ello, la Sala pasó a precisar las características de las cuales goza el poder 
constituyente,” destacando entre ellas, su carácter originario, el cual, según explicó Sánchez 
Agesta, “es un poder ajeno a toda competencia previa, a toda reglamentación predeterminada 
que, al contrario de lo que sucede con los poderes constituidos, no existe dentro sino fuera del 
Estado;” según Rondón Nucete, no tiene “autoridad alguna que esté por encima de éste;” y 
según Sieyès “lo puede todo.” Como consecuencia de su poder originario, concluyó la sala: 

“el poder constituyente no puede ser regulado jurídicamente por la Constitución misma ni 
pueden establecerse de un modo fijo sus formas de manifestación, es él mismo quien deberá 
buscar y crear las formas mediante las cuales se manifestará.  

                                            
16

  Véase sobre dicha sentencia los comentarios en Brewer-Carías, Allan R. Poder Constituyente Origi-
nario y Asamblea Nacional Constituyente (Comentarios sobre la interpretación jurisprudencial re-

lativa a la naturaleza, la misión y los límites de la Asamblea Nacional Constituyente), Colección 

Estudios Jurídicos Nº 72, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999. 
17

  Véase las sentencias N° 378 de 31 de mayo de 2017 y N° 455 de 12 de junio de 2017. Véase los 
comentarios a las mismas en Brewer-Carías, Allan R. “El Juez Constitucional vs. el pueblo como 

poder constituyente originario. (Sentencias de la Sala Constitucional N° 378 de 31 de mayo de 
2017 y N° 455 de 12 de junio de 2017),” en Revista de Derecho Público, Nº. 149-150, (enero-

junio 2017), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, pp. 353-363.  
18

   Véase Brewer-Carías, Allan R. Usurpación constituyente 1999, 2017. La historia se repite: una 

vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios Jurídicos, Nº 121, Editorial Jurídica 
Venezolana International, 2018. 
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El poder constituyente se manifestará a través de actos que tienen carácter y efectos jurídi-
cos, los cuales son expresión real de la voluntad política.” 

Con ello, simplemente, la Sala Constitucional decidió que la Asamblea Nacional Consti-
tuyente, era un poder constituyente originario, que no está sujeto a la Constitución de 1999, 
abarcando a todos los poderes constituidos, los cuales consideró le están “subordinados,” 
sirviéndoles de “fundamento previo” en el sentido de que, según la Sala, “todos los poderes 
constituidos, las competencias y atribuciones de estos poderes son creadas, modificadas o 
renovadas por el poder constituyente.” 

Con base en estos principios derivados de los autores que la Sala glosó en su sentencia, 
concluyó indicando sobre la Asamblea Nacional Constituyente, como poder constituyente 
originario, que ello dio lugar a “un panorama distinto en la relación jurídica política entre el 
poder constituyente y los poderes constituidos,” indicando que: 

“El órgano constituyente es la representación de la voluntad política de la sociedad represen-
tada en una asamblea, cuyo fin es la constitución de un nuevo Estado. Aunado a esto, debe-
mos recordar que el poder constituyente es extraordinario, pues no tiene cabida dentro del 
Estado sino fuera de él para la constitución de uno nuevo; por ende, las circunstancias en las 
cuales se hace necesario dicho poder originario son excepcionales e inusuales”. 

Con base en ello, y considerando la Sala que la Asamblea Nacional Constituyente “está 
fuera del Estado,” consideró que dicho órgano procedió, como “órgano plenipotenciario,” a 
“convocar a elecciones para con ello procurar mantener el orden y la paz en la sociedad.” 

El único límite al “producto de las actuaciones o deliberaciones” de la Asamblea nacio-
nal Constituyente, sin embargo, conforme la Sala lo decidió en su sentencia N° 378 del 31 de 
mayo de 2017, se refiere al “carácter republicano del Estado, la independencia (soberanía), la 
paz, la libertad, el mantenimiento de los valores, principios y garantías democráticas, y la 
progresividad de los derechos humanos” conforme a lo dispuesto en el artículo 350 de la 
Constitución. De resto, la Sala encontró que: 

“si hubiera sido regulado constitucionalmente el proceso de formación del texto fundamental 
y la actuación del cuerpo constituyente, se habrían creado límites que desnaturalizarían su ca-
rácter de poder constituyente originario y, en principio, ilimitado.” 

V 

LA JURAMENTACIÓN DE N. MADURO 

La sentencia, en todo caso, y dejando sentados los obiter dictum antes mencionados, 
concluyó simplemente disponiendo: 

“Se convoca al ciudadano Nicolás Maduro Moros para el 10 de enero de 2019, a las 10:00 
a.m., para que se presente ante el Tribunal Supremo de Justicia a los fines de ser juramentado 
como Presidente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela para el período 
presidencial 2019-2025.” 

Y así ocurrió. Allí se presentó N. Maduro, completándose lo que el diario El País, de 
Madrid, del mismo día, calificó como “La farsa de Maduro,” indicando que: 
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“Nicolás Maduro renueva hoy su mandato como presidente de una Venezuela con tintes es-
pectrales: la falta de alimentos, la escasez de productos básicos o el derrumbe del sistema sa-
nitario infligen un castigo de proporciones bíblicas a los venezolanos.”19 

En el mismo trasfondo, pero desde el punto de vista institucional, Ramón Escovar León, 
destacó con razón que: 

“Estamos ante un cuadro inédito en nuestra historia constitucional: una Asamblea Nacio-
nal a la que se le ha despojado de sus facultades; una Constitución vigente pero que se le 
ha vaciado de contenido; una concentración de poderes en manos del presidente que ful-
mina cualquier rastro de democracia; la prensa independiente maniatada o perseguida; una 
hiperinflación jamás vista en América Latina; una diáspora sin precedentes en la historia 
del continente y la amenaza de profundizar la tragedia por la vía de la fuerza y al amparo 
de las bayonetas.”20 

Y desde el punto de vista del derecho constitucional, con el acto de juramentación de N. 
Maduro ante el Tribunal Supremo de Justicia, como lo destacó José Ignacio Hernández, lo 
que se consolidó fue una usurpación de autoridad, pues N. Maduro no podía “asumir la Pre-
sidencia de la República mediante juramento” pues no se lo podía considerar como “presi-
dente electo, pues el evento político del 20 de mayo de 2018 no puede ser considerado como 
una elección libre y transparente.”21  

Por ello, la Asamblea Nacional el mismo día 10 de enero de 2019, se declaró “en emer-
gencia debido a la ruptura completa del hilo constitucional” para establecer “la ruta para que 
cese la usurpación,”22 y el presidente de la Asamblea Nacional el mismo día expresó que 
"Hoy no hay Jefe de Estado, hoy no hay comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, hoy hay 
una Asamblea Nacional que representa al pueblo de Venezuela, “expresando que el Gobierno 
no fue electo por el voto popular de los venezolanos,” haciendo un llamado a las Fuerzas 
Armadas para que tomasen acciones contundentes para acabar con la “usurpación” en el 
país.23 

En todo caso, en el mismo día en el cual se llevó a cabo la juramentación de N. Madu-
ro,” el Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos a propuesta de Argen-
tina, Chile, Colombia, Costa Rica, Estados Unidos, Perú y Paragua, aprobaba una Resolución 
desconociendo a Nicolás Maduro como el presidente de Venezuela, con el voto favorable de 
Jamaica, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Santa Lucía, Argentina, Bahamas, 
Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Granada, Guatemala, Guyana, Honduras 
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y Haití; la abstención de México, Saint Luis, Uruguay, Antigua y Barbuda, Barbados y El 
Salvador; y el voto en contra de Nicaragua, San Vicente y las Granadinas, Surinam, Belice, 
Dominica y Venezuela. 

En la Resolución se expresó, además: 

“No reconocer la legitimidad del régimen de Nicolás Maduro a partir del 10 de enero de 2019. 

Urgir a todos los Estados miembros a invitar a los observadores permanentes de la OEA a 
adoptar de conformidad del derecho internacional y su legislación nacional las medidas di-
plomáticas, políticas, económicas y financieras que consideren apropiadas para contribuir a 
la pronta restauración del orden democrático venezolano. 

Llamado a la realización de nuevas elecciones presidenciales. 

Invita a los Estados miembros y los observadores permanentes a implementar medidas para 
atender la crisis humanitaria venezolana. 

Urge al régimen venezolano para que permita el inmediato ingreso para la ayuda humanitaria. 

Exige la inmediata e incondicional liberación de los presos políticos. 

Expresa su activa solidaridad del pueblo venezolano.”24 
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  Véase en El Nacional, 10 de enero de 2019, en http://www.el-nacional.com/noticias/mundo/oea-
aprobo-resolucion-para-desconocer-juramentacion-maduro_265882 


